INFORME DE LA COMISIÓN DE RELACIONES EXTERIORES, recaído en el proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el Protocolo de 1992, que enmienda el Convenio Internacional sobre Responsabilidad Civil Nacida de Daños Debidos a Contaminación por Hidrocarburos, 1969, y su anexo, adoptados en Londres, el 27 de noviembre de 1992. 


BOLETÍN Nº 2.640-10


_________________________________











HONORABLE SENADO:








				Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de informaros el proyecto de acuerdo de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República, con fecha 4 de diciembre de 2000.





				Se dio cuenta de esta iniciativa ante la Sala del H. Senado en sesión del 10 de julio de 2001, disponiéndose que fuera estudiado por la Comisión de Relaciones Exteriores.





				Asistieron a la sesión en que se analizó el proyecto de acuerdo en informe, especialmente invitados, el Director General del Territorio Marítimo y Marina Mercante, Vicealmirante don José Manuel Marchant; el Director de Seguridad de Operaciones Marítimas,  Capitán de Navío don Sergio Wall; el Subdirector de la Dirección de Intereses Marítimos  y Medio Ambiente Acuático, Capitán de Fragata don Estanislao Sebeckis; el Jefe del Departamento de Asuntos Internacionales, Capitán de Fragata don Juan Carlos Munita, y el Oficial Secretario de Directemar, Capitán de Corbeta don Marcelo Albarrán.





----------





				Cabe señalar que, por tratarse de un proyecto de artículo único, en conformidad con lo prescrito en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, vuestra Comisión os propone discutirlo en general y en particular, a la vez.





----------














ANTECEDENTES GENERALES





				Para un adecuado estudio de esta iniciativa, se tuvieron presentes las siguientes disposiciones constitucionales y legales, así como los restantes antecedentes que se consignan.





				1.- Constitución Política de la República.- En su artículo 50, Nº 1, entre las atribuciones exclusivas del Congreso Nacional, el Constituyente establece la de "aprobar o desechar los tratados internacionales que le presentare el Presidente de la República antes de su ratificación".





				El resto del numeral en comento precisa que la aprobación de un tratado se someterá a los trámites de una ley, agregando que las medidas que el Presidente de la República adopte o los acuerdos que celebre para el cumplimiento de un tratado en vigor, no requerirán nueva aprobación del Congreso, a menos que se trate de materias propias de ley.





				Finalmente, el inciso tercero faculta al Congreso para que, en el mismo acuerdo aprobatorio, se autorice al Presidente de la República para dictar los decretos con fuerza de ley que estime necesarios para el cabal cumplimiento del acuerdo internacional correspondiente.





				2.- Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, promulgada por decreto supremo Nº 381, del 22 de junio de 1981, del Ministerio de Relaciones Exteriores.-  En particular, deben tenerse presente los artículos 76 y siguientes, comprendidos en la Parte VII relativa a "Depositarios, notificaciones, correcciones y registros".





				3.- Mensaje de S.E. el Presidente de la República.- Al fundar la iniciativa, el Ejecutivo señala que el Convenio de 1969 -de cuya enmienda se trata-, fue adoptado con la finalidad de garantizar una indemnización adecuada a las personas naturales o jurídicas perjudicadas a causa de la contaminación por hidrocarburos derramados por naves.





	Indica que para el cumplimiento del propósito del Convenio, se hace responsable de dichos daños al propietario del buque que haya causado el derrame de hidrocarburos contaminantes.





	Añade que dicha responsabilidad es objetiva y, por lo tanto, el propietario del buque es responsable aún cuando no exista culpa de su parte en los daños causados por el siniestro.





	El presente Convenio se encuadra en el contexto de dicha política y, en lo esencial, recoge los principios generales de derecho internacional en que se sustentan en la actualidad esta clase de instrumentos, cuales son: igualdad de trato entre las Partes Contratantes; mantenimiento de los derechos adquiridos de una de ellas; conservación de los derechos en curso de adquisición y colaboración administrativa.





	Agrega que el Convenio, en su artículo V, otorga al propietario del buque el derecho a limitar su responsabilidad en cada siniestro, a una cuantía total de dos mil (2.000) francos por tonelada de arqueo, la que no podrá exceder en ningún caso de doscientos diez millones (210.000.000) de francos.





	Añade que, con tal fin, el propietario debe constituir un fondo cuya suma total sea equivalente al límite de responsabilidad, ante el tribunal u otra autoridad competente de cualesquiera de los Estados Contratantes donde se interponga la acción o, si no se ha interpuesto, ante cualquier tribunal u otra autoridad competente donde se pueda interponer, de acuerdo al Convenio.





	No obstante, explica el Mensaje, dicha limitación a la responsabilidad del propietario del buque ha resultado insuficiente en casos de accidentes serios de contaminación por hidrocarburos, razón por la cual cuantiosos daños han quedado sin indemnización.





	Esta situación se subsanó durante algunos años gracias a que las empresas establecieron dos regímenes voluntarios de indemnización, llamados TUVALOV y CRISTAL, los que indemnizaban los daños debidos a contaminación por hidrocarburos. Sin embargo, estos acuerdos privados sólo se aplicaron hasta el mes de febrero de 1997 quedando latente la posibilidad de que se produzca un siniestro cuyos daños no puedan ser resarcidos.





	Agrega el Mensaje que el Protocolo de 1992 introdujo diversas enmiendas al Convenio de 1969, con el objeto -como expresa el Preámbulo- "de mantener la viabilidad del sistema internacional de responsabilidad e indemnización por daños debidos a contaminación por hidrocarburos", siendo las enmiendas más importantes: la que amplía su ámbito de aplicación y la que aumenta el monto de la indemnización a que se ha hecho referencia.





	En efecto, el Artículo 3 del Protocolo amplía la aplicación del Convenio a los daños ocasionados por contaminación en la zona económica exclusiva de los Estados Contratantes establecida conforme con el Derecho Internacional, como es el caso de Chile. Asimismo, permite a los Estados que no han establecido dicha zona, que puedan determinar un área situada más allá del mar territorial y adyacente, conforme al Derecho Internacional, y que no se extienda más allá de 200 millas marinas contadas desde las líneas de base a partir de las cuales se mide la anchura del mar territorial.





	Enseguida el Protocolo en su Artículo 6, otorga el derecho al propietario del buque, a limitar su responsabilidad respecto de cada siniestro, a una cuantía total muy superior a la establecida en el artículo V del Convenio de 1969, la que se calculará del modo siguiente:





	- Tres millones (3.000.000) de derechos especiales de giro (DEG), (según definición que da al respecto el número 4 de dicho Artículo), tal como ha sido establecido por el Fondo Monetario Internacional, para buques cuyo arqueo no exceda de cinco mil (5.000) unidades de arqueo;





	- Para buques cuyo arqueo exceda del arriba referido, por cada unidad adicional se sumarán cuatrocientos veinte (420) DEG a la cantidad mencionada, si bien la cifra total no excederá en ningún caso de cincuenta y nueve coma siete (59,7) millones de derechos especiales de giro.





	Las modificaciones expuestas, concluye el Mensaje, permitirán indudablemente una adecuada y justa aplicación del sentido y alcance que se tuvo en consideración al adoptar el Convenio de 1969.





				4.- Tramitación ante la H. Cámara de Diputados.- Se dio cuenta del Mensaje Presidencial en sesión de la H. Cámara de Diputados, el 12 de diciembre de 2000, disponiéndose su análisis por parte de la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana.





				La citada Comisión estudió la materia en reunión efectuada el día 15 de mayo del año 2001, aprobando por unanimidad el proyecto en estudio. Igualmente, la Sala de la H. Cámara de Diputados aprobó el proyecto, con el voto de la unanimidad de sus miembros presentes, en la sesión realizada el 5 de julio del mismo año.





				5.- Estructura del Instrumento Internacional.-  El Protocolo en estudio consta de un preámbulo, dieciocho artículos y un anexo. (Una reseña de sus disposiciones se encuentra en el resumen del Mensaje Presidencial, páginas 2 a 4 del informe).





----------

















DISCUSIÓN GENERAL Y PARTICULAR





				Puesto en discusión el proyecto de acuerdo en estudio, el Director General del Territorio Marítimo y Marina Mercante, Vicealmirante don José Manuel Marchant señaló que tanto el Convenio Internacional sobre Responsabilidad Civil por Daños Causados por la Contaminación de las Aguas del Mar por Hidrocarburos de 1969, (Convenio de Responsabilidad Civil de 1969), como el Convenio Internacional Sobre Constitución de un Fondo Internacional de Indemnización de Daños Causados por la Contaminación de Hidrocarburos de 1971, (Convenio Fondo de 1971), se originaron con motivo del desastre causado por el naufragio del buque tanque Torrey Canyon en el Canal de la Mancha en el año 1967. Estos dos Convenios nacieron como un mecanismo internacional para garantizar el pago de indemnizaciones en caso de daños debidos a contaminación por hidrocarburos, generados por un derrame proveniente de un buque tanque.





	Agregó que, aunque el objetivo que persiguen ambos Convenios es el mismo, son distintos en su aplicación y en la forma en que se obtienen los recursos necesarios para indemnizar a los afectados por el derrame. Añadió que el Convenio Fondo es complementario del Convenio de Responsabilidad Civil.





	A continuación, el Jefe del Departamento de Asuntos Internacionales, Capitán de Fragata don Juan Carlos Munita señaló que el Convenio sobre Responsabilidad Civil por Daños Causados por la Contaminación de las Aguas del Mar por Hidrocarburos de 1969, Convenio de Responsabilidad Civil, de 1969 y su Protocolo de 1992, tienen como propósito garantizar que se otorgue una indemnización adecuada a las víctimas de la contaminación por hidrocarburos persistentes, resultante de siniestros marítimos que afecten al buque tanque y su carga. Agregó que, para tales efectos, se hace responsable de los daños y perjuicios a los propietarios de los buques quienes deben tomar un seguro de protección.  Añadió que limitan su responsabilidad conforme al Tonelaje Bruto (T.R.G.) de la nave.





	Explicó que nuestro país sólo ha ratificado el Convenio de Responsabilidad Civil de 1969, el cual provee una protección ante demandas de indemnización aplicables a un buque tanque a partir de 2.000 TRG. con 133 Derechos Especiales de Giro, DEG. por Toneladas de Registro Grueso del buque, hasta llegar a una responsabilidad máxima de catorce millones (14.000.000) de DEG por cada suceso, correspondiente a un monto aproximado de diecinueve millones de dólares (US$ 19.000.000).





	Señaló que en el caso del Convenio de Responsabilidad Civil de 1992 en comento, el monto máximo de indemnización está supeditado al Tonelaje de Registro Grueso del buque, en una escala que se inicia con una base mínima de cinco mil toneladas (5.000 TRG), en la cual se obtiene una compensación de tres millones de Derechos Especiales de Giro, equivalentes a cuatro millones de dólares (US$ 4.000.000), para continuar, en forma ascendente, hasta ciento cuarenta mil (140.000) TRG, agregando cuatrocientos veinte (420) Derechos Especiales de Giro (aproximadamente US$ 559) por cada tonelada de Registro Grueso  adicional del buque sobre los cinco mil (5.000) TRG. Agregó que, en consecuencia, se llega hasta un máximo de ochenta millones de dólares (US$ 80.000.000).





	Indicó que la aplicación del Convenio Fondo de 1992, se inicia cuando los reclamos por el daño y perjuicios que genera el derrame de un buque tanque, exceden el monto del seguro de protección que posea el buque de acuerdo al Convenio de Responsabilidad Civil, de 1969 o su Protocolo de 1992.





	Destacó que el Convenio de Responsabilidad Civil de 1969, enmendado en 1992, siempre será obligatorio para los buques tanque. Agregó que el Convenio de Responsabilidad Civil de 1992 no afecta los intereses de los Estados, al ser obligatorio para los propietarios de los buques el tomar un seguro de protección.





	Señaló que nuestro país sólo ha ratificado el Convenio de Responsabilidad Civil de 1969, el cual junto al Convenio Fondo de 1971, desaparecerán en virtud de la aplicación de los Protocolos respectivos de 1992, que son los que se someten a aprobación del Congreso. Agregó que tanto el Convenio de Responsabilidad Civil de 1992, como el Convenio Fondo de 1992, reemplazarán a los Convenios de los años 1969 y 1971, respectivamente.





	Explicó que el Convenio de Responsabilidad Civil de 1969 provee una protección ante demandas de indemnización hasta por un máximo de diecinueve millones de dólares (US$ 19.000.000) para un buque de ciento cuarenta mil toneladas brutas (140.000 TRG). Agregó, a modo de ejemplo, que en el caso del recientemente accidentado buque tanque “Fuchs”, sólo provee una indemnización de cinco millones seiscientos ochenta y ocho mil doscientos cincuenta y un dólares (US$ 5.688.251).





	Finalmente, manifestó las siguientes ventajas de adherirse al Convenio de Responsabilidad Civil de 1992 y al Convenio Fondo de 1992:





	a) Ambos instrumentos jurídicos garantizan la posibilidad de indemnizar en Chile al Estado y a terceros que sean perjudicados por los efectos dañinos de un derrame de hidrocarburos persistentes, generado por la carga de un buque tanque chileno o extranjero que sufra un accidente en el territorio marítimo jurisdiccional y/o costero.





	b) En la actualidad el Estado y las personas  naturales y jurídicas chilenas sólo están protegidas por el Convenio de Responsabilidad Civil de 1969, el cual ofrece un monto de indemnización máximo de US$19.000.000. Añadió que bajo el régimen del Convenio de Responsabilidad Civil de 1992, potencialmente la indemnización asciende a ochenta millones de dólares (US$ 80.000.000).





	c) Se debe tener presente que Chile es un país importador de petróleo, pues nuestra producción satisface solamente el 15% de la demanda nacional. Agregó que si se toma en cuenta que esta producción va en descenso y, a su vez, las actividades internas del país crecen, la necesidad de importar hidrocarburos será mucho mayor.





		La Comisión, tomando en consideración los argumentos expuestos, expresó su disposición a votar favorablemente la iniciativa en estudio, ya que permite una mejor cobertura de protección ante eventuales siniestros de buques tanque.





				Puesto en votación, el proyecto de acuerdo fue aprobado en general y particular por la unanimidad de sus miembros presentes, HH. Senadores señores Bombal, Lavandero y Martínez.





----------





				En consecuencia, vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de proponeros que aprobéis el proyecto de acuerdo en informe, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es el siguiente:





PROYECTO DE ACUERDO





				“Artículo único.- Apruébanse el “Protocolo de 1992 que enmienda el Convenio Internacional sobre Responsabilidad Civil Nacida de Daños Debidos a Contaminación por Hidrocarburos, 1969”, y su anexo, adoptados en Londres, el 27 de noviembre de 1992.”.





----------


























				Acordado en sesión celebrada el día 31 de julio de 2001, con asistencia de los HH. Senadores señores Jorge Martínez Busch (Presidente Accidental), Carlos Bombal Otaegui (Rodolfo Stange Oelckers) y Jorge Lavandero Illanes.





				Sala de la Comisión, a 31 de julio de 2001.









































				JULIO CÁMARA OYARZO


	                                             Secretario 
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RESEÑA





I.	BOLETÍN Nº: 2.640-10.





II.	MATERIA: Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el “Protocolo de 1992 que enmienda el Convenio Internacional sobre Responsabilidad Civil Nacida de Daños Debidos a Contaminación por Hidrocarburos, 1969”, y su anexo, adoptados en Londres, el 27 de noviembre de 1992.





III.	ORIGEN: Mensaje de S.E. el Presidente de la República.





IV.	TRÁMITE CONSTITUCIONAL: Segundo.





V.	APROBACIÓN POR LA CÁMARA DE DIPUTADOS: Unánime.





VI.	INICIO TRAMITACIÓN EN EL SENADO: 10 de julio de 2001.





VII.	TRÁMITE REGLAMENTARIO: Primer informe.





VIII.	URGENCIA:  No tiene.





IX.	LEYES QUE SE MODIFICAN O QUE SE RELACIONAN CON LA MATERIA:





	- El artículo 50, Nº 1, de la Constitución Política, que entre las atribuciones exclusivas del Congreso Nacional contempla la de "aprobar o desechar los tratados internacionales que le presentare el Presidente de la República antes de su ratificación";





	- La Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, promulgada por decreto supremo Nº 381, de 1981, del Ministerio de Relaciones Exteriores.





X.	ESTRUCTURA DEL PROYECTO DE ACUERDO PROPUESTO: Consta de un artículo único por el cual se propone la aprobación del Protocolo de 1992 y su anexo.





PRINCIPAL OBJETIVO DEL INSTRUMENTO INTERNACIONAL CUYA APROBACIÓN SE PROPONE: Introducir diversas enmiendas al Convenio de 1969, con el objeto de mantener la viabilidad del sistema internacional de responsabilidad e indemnización por daños debidos a contaminación por hidrocarburos, ampliando el ámbito de aplicación y aumentando el monto de la indemnización.





XII.	NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL: No hay.





XIII.	ACUERDOS: Aprobado en general y particular por la unanimidad de los presentes (3x0).





Valparaíso, a 31 de julio de 2001.























JULIO CÁMARA OYARZO


Secretario
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